Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 42 minutos.) 


-No habiendo asuntos entrados, ingresamos directamente al primer punto del Orden del Día: 
“Carpeta N* 1290/2013. Código General del Proceso. Se modifica el inciso final del artículo 380.8, en la 
redacción dada por la Ley N* 19.090, de 14 de junio de 2013. Proyecto de ley con exposición de 
motivos presentado por el señor Senador José Amorín (Distribuido N* 2282/2013)”. 


En la última sesión intercambiamos consideraciones acerca del mencionado proyecto de ley. 
Cabe señalar, además, que el señor Senador López Goldaracena siguió trabajando en el asunto y 
tomó contacto con autoridades del Banco Central, por lo que le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En la sesión pasada coincidimos en la necesidad de afinar y 
reformular la redacción del artículo 380.8 para otorgar seguridad jurídica y evitar que quedaran 
embargadas, de manera indirecta, cuentas bancarias que constituyan medios de pago de jubilaciones, 
pensiones, retiros y sueldos. 


Todos sabemos que una vez que se efectúa el pago de la pasividad o del salario, el 
beneficiario puede hacer con ese dinero lo que desee; el problema se suscita cuando no puede recibir 
ese pago, precisamente porque esa cuenta está embargada. 


En el entendido de que había coincidencia de todos los integrantes de la Comisión en cuanto 
al interés y la filosofía, profundizamos las redacciones que estaban sobre la mesa. A su vez, realizamos 
una consulta específica al doctor Gonzalo Uriarte, catedrático de Derecho Procesal, quien nos confirmó 
que desde el punto de vista técnico-jurídico, la solución más adecuada consiste en establecer que 
aquellas cuentas que constituyan un medio de pago de jubilaciones, pensiones, salarios o retiros, no 
queden fuera de la exclusión del embargo genérico -teniendo presente que igualmente pueden ser 
embargadas en supuestos especiales- siempre que solamente se utilicen para ese fin. 


Por tal motivo, proponemos afinar aún más la redacción y hacer referencia a aquellas cuentas 
bancarias abiertas mediante convenio. Salvo en los supuestos especiales, como los previstos en el 
artículo 381.1, el embargo no alcanzaría a aquellas cuentas bancarias abiertas por medio de un 
acuerdo entre el empleador o la institución de previsión social y la entidad de intermediación financiera, 
y que sean medios de pago de jubilaciones, pensiones, retiros o remuneraciones. De esta forma 
acotamos más el universo desde el punto de vista práctico para facilitar, incluso, la labor de las propias 
entidades de intermediación financiera. 


También consulté al doctor Gamarra, del Directorio del Banco Central del Uruguay, y 
coincidimos en que, desde el punto de vista técnico-jurídico, como forma de evitar desplazar la carga 
de la prueba hacia una u otra parte, sería bueno que ese tipo de cuentas, abiertas por convenio, 
solamente se manejaran como medios de pago y quedaran fuera del procedimiento del embargo 
genérico. 


Es así que vamos a proponer que, sobre la base del proyecto del señor Senador Amorín, se 
establezca una fórmula de redacción que no excluya las cuentas del procedimiento de embargo. Insisto 
en este tema: esas cuentas no quedan excluidas del procedimiento de embargo, que sería el previsto 
en el Código General del Proceso; sí quedarían fuera si no se dieran los supuestos previstos en el 
artículo 381.1, porque esas cuentas son embargables. 


El texto quedaría redactado de la siguiente manera: “Salvo en los supuestos especiales de 
afectación previstos en el artículo 381.1, el embargo no comprenderá a las cuentas bancarias que, 
abiertas a través de un acuerdo entre el empleador o institución de previsión social y la entidad de 
intermediación financiera, tengan por objeto constituir un medio de pago de depósitos de 
remuneraciones por cualquier concepto, pensiones, jubilaciones y retiros; o sean medio de pago de 


pensiones alimenticias.” Estamos hablando de dos supuestos. Luego se expresa: “Estas cuentas 
deberán ser debidamente identificadas por las entidades del Sistema de Intermediación Financiera y en 
ellas no se aceptarán depósitos diferentes de los rubros precedentemente enunciados.” 


Por otra parte, esto se haría con efecto retroactivo, tal como está previsto en el artículo 2* del 
proyecto que presentamos en esta Comisión. Allí se dice lo siguiente: “La presente ley tendrá efectos 
retroactivos al día de entrada en vigencia de la Ley N* 19.090, de 14 de junio de 2013”. 


Estos serían los avances de la semana en relación con este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se solicita al señor Senador López Goldaracena que facilite ese texto a la 
Mesa para su distribución. 


Lo ponemos a consideración de los señores Senadores. 
SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: voy a reiterar los argumentos que expuse en la sesión anterior. 


Me parece que este no es un problema de si las cuentas son embargables o no; no es ese el 
fondo del asunto. El principio general que tenemos que defender es la inembargabilidad de los sueldos, 
las jubilaciones o los rubros que, por definición legal, no son embargables, como las pensiones 
alimenticias y todos los demás ítems que se quieran incluir. 


Entonces, hacer referencia a las cuentas significa no solamente no proteger el principio de 
inembargabilidad sino, además, debilitarlo. Y se lo debilita doblemente porque, en definitiva -lo hemos 
estado pensando durante todos estos días- en todos los casos terminamos trasladándole la carga de la 
prueba al trabajador, al depositante. ¿Por qué? Porque toda vez que vaya a hacer un depósito en esa 
cuenta, salvo, lógicamente, cuando el depósito lo haga la patronal, el empresario o el empleador, el 
banco le va a exigir que acredite el origen de los recursos. Y si el origen es el trabajo, le aceptará el 
depósito, pero si no es así, no se lo aceptará, con lo cual, en definitiva, el trabajador termina siendo el 
que carga con una prueba que no le corresponde. La carga de la prueba tendría que recaer sobre el 
acreedor, quien tendría que demostrar lo que hay que demostrar: que quiere embargar una plata que 
no es inembargable. No soy yo, trabajador, quien tiene que demostrar que mi sueldo es inembargable, 
sino el acreedor, que tiene que demostrar que lo que quiere embargar no es mi sueldo ni la pensión 
alimenticia. 


Me parece que la solución va en directo perjuicio del principio de inembargabilidad. Además, 
de alguna manera puede existir una cierta urgencia, por más que creo que las modificaciones al 
Código General del Proceso no suponen la embargabilidad de los sueldos, como se ha dicho, aunque 
sí comparto el espíritu que animó al señor Senador Amorín a presentar el proyecto. Por lo tanto, me 
parece que lo más prudente, la mejor solución, es la que propuso el señor Presidente en la última 
sesión. Él no lo hizo como una solución directa, sino que sugería que la pensáramos, y he llegado a la 
conclusión de que es la mejor: suspender la vigencia del artículo hasta tanto lleguemos a una 
conclusión más definitiva, porque me temo que aprobar una enmienda con errores, con defectos, que 
vulnere un derecho de esas características, es mucho peor que dejar las cosas como están. 


En consecuencia, vamos a proponer a la Comisión que apruebe un artículo que establezca, 
lisa y llanamente, que se suspende la vigencia del artículo desde la aprobación de la norma en 
cuestión. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- No compartimos, señor Presidente, la propuesta del señor 
Senador Gallinal de suspender la aplicación de ese artículo, por dos razones. 


En primer lugar, porque sí se estaría vulnerando el derecho de los trabajadores si estos no pueden 
embargar cuentas en forma genérica. Sabemos que los patrones muchas veces tienen fondos que, 


además, cuentan con el resguardo del secreto bancario, y conocemos la dificultad que implica no poder 
identificar esas cuentas. Ellos se ven vulnerados en su derecho para ejecutar sus créditos sobre el 
patrimonio del demandado patrón, que es la garantía de pago de sus haberes. Esa es la primera razón, 
a nuestro juicio fundamental y determinante, para no aceptar la derogación del artículo. 


En cuanto a la suspensión, incluso quien habla lo había propuesto en la reunión pasada, si 
mal no recuerdo, como forma de tener un tiempo para pensar una solución definitiva. Me parece que la 
solución que se está proponiendo hoy es más que adecuada, y desde el punto de vista jurídico es 
indubitable en cuanto a los efectos que pueda tener. Con la propuesta que estamos haciendo no se 
vulnera derecho de tipo alguno, en primer lugar porque la cuenta solamente va a poder recibir 
depósitos del empleador o de la institución de seguridad social por convenio. O sea que el trabajador, 
la persona o el ciudadano no van a poder manejar esa cuenta para otra cosa. Entonces, no va a haber 
un problema de cargas de la prueba. Precisamente, esa fórmula es la que evita el problema de las 
cargas de la prueba, tanto para el acreedor como para el deudor; para aquel que quiere un embargo 
genérico y no conoce bienes, y para aquel que tiene su sueldo en esa cuenta. Según el menú de 
opciones que hemos manejado hasta el momento, otras fórmulas implicarían la posibilidad de 
establecer topes, como por ejemplo tantos sueldos -creo que el Senador Michelini había hecho 
referencia a una propuesta de este tipo- pensando siempre en una cuenta única. Todos sabemos que 
la bancarización avanza de manera irremediable, pues se trata de un fenómeno que en los hechos 
seguirá siendo expansivo e incluyente para nuestra sociedad. En este sentido, creo que estamos en 
condiciones técnicas y de oportunidad como para introducir esta modificación, que no genera una 
alteración de las reglas de juego en materia de embargos. ¿Por qué? Porque si quien tiene un crédito 
contra otra persona y pide un embargo genérico de las cuentas bancarias, hoy ese embargo alcanza 
todas las cuentas bancarias menos aquella en la que, abierta por convenio, se depositan 
remuneraciones, pasividades o retiros. Si igualmente tiene un crédito que habilita la posibilidad de 
embargar esas cuentas especiales -esto es, habilita la posibilidad de afectar sueldos, retiros o 
jubilaciones- se tendrá que presentar al juez, quien dispondrá que se embarguen todas las cuentas. 


Por lo tanto, pensamos que la solución que estamos proponiendo no altera ni rompe un 
equilibrio en materia de carga de la prueba deudor-acreedor; por el contrario, es garantista. Garantiza, 
a su vez, a las propias instituciones de intermediación financiera, que lo único que deben hacer es 
marcar las cuentas convenio para que estas se limiten exclusivamente a realizar las descargas de los 
sueldos y de las pasividades a fin de mes. Entendemos entonces que la solución que estamos 
proponiendo es adecuada y, por tal razón, no acompañamos la propuesta de suspender y mucho 
menos de derogar, por lo que señalábamos al principio. Aspiraríamos a que la fórmula de modificación 
que se está proponiendo en base a la preocupación planteada en el proyecto del Senador Amorín, 
contara con el consenso de todos los sectores y de todos los actores. 


Tenemos la percepción de que este tema puede tornarse difícil. En este sentido debo decir 
que nosotros no tenemos inconveniente en aguardar hasta la próxima sesión de la Comisión para ver 
si se puede establecer pensadamente una fórmula que pueda satisfacer el interés del Senador Gallinal. 
Si eso fuese posible, podríamos acordar una fórmula que sea aprobada por la unanimidad de la 
Comisión y luego votarla rápidamente en el Plenario. Esa es una posibilidad. Si la propuesta es 
suspender para luego ver o derogar para luego reexaminar el tema de los embargos, creo que no nos 
deberíamos engañar y tomar una rápida decisión al respecto. Pero vaya de nuestra parte el interés de 
acordar una fórmula técnica que pueda contemplar todos estos elementos. Al mismo tiempo, debemos 
tener en cuenta que no se pueden generar problemas de carga probatoria para ninguna parte. 
Precisamente, ese es el objetivo; era justamente lo que señalábamos esta semana con el doctor 
Gamarra, integrante del Directorio del Banco Central. Desde el punto de vista práctico, indudablemente 
implica una duplicidad de cuentas, pero desde el punto de vista jurídico objetivo es la solución más 
pulcra, pues esa cuenta solamente sirve para depósito de jubilaciones, pensiones y retiros y su 
universo únicamente se extiende a las cuentas abiertas por convenio, no a las cuentas personales. 
Como decía al principio, un trabajador con su sueldo puede hacer lo que quiera y puede plantear a su 
empleador que se le abra una cuenta para cobrar su salario. Si se quiere, es un tema de autonomía de 
la voluntad. Pero todos sabemos que existe una bancarización compulsiva en muchas áreas y 
justamente a eso nos referimos. Esas cuentas en las que el trabajador no puede definir si su sueldo lo 
cobra en ellas o en tesorería, solamente reciben depósitos y si el trabajador o el banco quieren 
bancarizar, deberá abrirse otra cuenta, pero las primeras estarán libres de embargos. 


Concretamente, queremos preguntar al señor Senador Gallinal si puede ser posible acordar 
una fórmula técnica de consenso entre todos los actores para considerarla el próximo martes. 


SEÑOR GALLINAL.- Por supuesto que siempre estamos dispuestos a acordar fórmulas mejores; 
nuestra posición no es un capricho, no es que estemos en contra de un proyecto presentado por la 
Bancada del Frente Amplio. Simplemente se trata de que, a nuestro juicio, se está violando un principio 
muy importante: que el titular de una cuenta bancaria pueda hacer depósitos en su cuenta. Lo único 
que se podría hacer es que el empleador le deposite el sueldo. ¡No! No me parece que tengamos que 
obligar a alguien a tener dos cuentas bancarias, cuando la mayoría de las veces son personas de 
pocos recursos. 


El dinero proveniente del sueldo es inembargable, esté en una cuenta bancaria, esté en un 
cofre o esté sobre una mesa. Si un día un alguacil tiene que hacer un embargo específico de los bienes 
de alguien -hay algunos que se pueden embargar y otros que no- y en su casa hay dinero sobre la 
mesa, no lo puede embargar si ese dinero es producto de su salario. ¿Qué quiero decir con esto? Que 
no importa dónde esté el dinero, sino que lo que importa es que si ese dinero es producto de un 
sueldo, no es embargable. Entonces, lo que estamos haciendo aquí es o trasladando la carga de la 
prueba o en una proscripción mucho más abarcativa. Parece que le estamos diciendo: “Usted va a 
tener una cuenta en la que le van a depositar su sueldo, pero no la puede tocar en forma pasiva, sino 
solamente en forma activa, esto es, solo puede retirar pero no depositar, ni siquiera el producto de su 
salario”. Hay gente que tiene empleador, pero otra que no lo tiene. Por ejemplo, un plomero que arregla 
la canilla de la casa de un Senador cobra el dinero correspondiente pero no lo puede depositar en su 
cuenta, sino que tiene que andar con él en el bolsillo o guardarlo en un cajón de algún mueble de su 
casa. Tampoco lo vamos a obligar a tener una segunda cuenta, pero si la tuviera, sobre esa recaería el 
prejuicio de que el dinero es embargable. ¿Por qué? Porque no es producto de su salario; porque si lo 
fuera, tendría que estar en la otra. ¡No!; no me parece bien. 


A mi criterio, las modificaciones al Código General del Proceso no cambiaron en absoluto el 
principio de inembargabilidad de los sueldos; creo que en eso estamos de acuerdo. Aparentemente se 
pretende interpretar -creo yo equivocadamente- que por el hecho de que se pueden embargar las 
cuentas bancarias, se pueden embargar los sueldos. No. Se pueden embargar las cuentas, los cofres, 
los bienes que hay en una casa, pero no los sueldos. 


Como en este momento no se me ocurre una solución, en aras de evitar injusticias, lo mejor 
sería suspender la vigencia del artículo. Me parece que eso es mejor que aprobar una norma y luego 
nos demos cuenta de que también contiene errores y hay que dar marcha atrás. ¿Tenemos tiempo? Sí, 
todavía nos queda algún tiempo, así que, por supuesto, me allano a la propuesta efectuada por el 
señor Senador López Goldaracena de seguir buscando una alternativa de consenso. Me parece una 
sugerencia muy sana, pero no creo que la opción más adecuada sea abrir cuentas en las que sus 
titulares no puedan hacer depósitos. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero hacer una puntualización que me parece interesante en 
esta instancia del debate, de acuerdo con lo que recién manifestó el señor Senador Gallinal. 


A mi juicio, no se trata de pensar en que con este sistema estamos declarando la 
inembargabilidad de las cuentas -creo que eso todos lo tenemos claro- sino de garantizar de que por 
vía indirecta no se afecte el salario. Este artículo está referido exclusivamente a aquellas cuentas que 
la persona -el trabajador, cualquier ciudadano- abre pero no en forma voluntaria sino compulsiva. 
Insisto en este punto porque es una realidad. 


El legislador, con la mayor pulcritud en la técnica legislativa, establece que las cuentas 
bancarias son embargables como cualquier bien. Está perfecto; sin embargo, los salarios son 
inembargables, salvo en supuestos especiales. Todos estamos de acuerdo en transitar sobre esa base 
jurídica. La realidad hoy es que el medio de pago de salarios y jubilaciones es la cuenta bancaria. No 
son cuentas abiertas por una pequeña empresa en forma voluntaria para recibir sus haberes por los 
servicios que brinda. Si así lo hace será responsabilidad de la persona que optó por ese camino y si 
tiene una deuda y le embargan la cuenta, técnicamente no le están embargando el salario sino la 
cuenta. El tema es cuando no se puede disponer del salario porque la cuenta ya está embargada. 


Quería hacer esta puntualización y proponer, en aras de la cantidad de trabajo que tiene por 
delante la Comisión, que este tema pase para la próxima sesión, con el ánimo de intentar llegar a un 
acuerdo definitivo y proceder a la votación del proyecto de ley que hemos presentado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador López Goldaracena lo permite, agregaría lo siguiente: 
propongo que además de pasar el punto para la siguiente sesión, invitemos a representantes del 
Instituto Uruguayo de Derecho Procesal y de la Suprema Corte de Justicia porque, en definitiva, el 
proyecto con modificaciones al Código General del Proceso vino elevado por esta. Entonces, sugiero 
invitar a un representante de la Suprema Corte de Justicia y a otro del Instituto Uruguayo de Derecho 
Procesal, a quienes les enviaremos el proyecto de ley presentado por el señor Senador Amorín y la 
fórmula que propuso hoy el señor Senador López Goldaracena y les pediremos que den su opinión 
sobre esas propuestas concretas. De pronto, después de escuchar a los visitantes, estaremos en 
condiciones de decidir sobre este tema. 


(Apoyados.) 
-Entonces, procederemos así y damos por resuelto el punto en estos términos. 


SEÑOR GALLINAL.- Para mayor ilustración de los invitados, propongo enviarles las versiones 
taquigráficas de la sesión anterior y la de hoy. 


SEÑOR PRESISDENTE.- Ingresamos a la consideración del segundo punto del Orden del Día: 
“Carpeta N* 418/2010. Código del Proceso Penal”. 


Si no recuerdo mal, teníamos que entrar hoy a la consideración de las disposiciones que 
tienen que ver con el Ministerio Público, que corresponden al Capítulo ll, que son los artículos 44 y 
siguientes. 


Léase el artículo 44. 
(Se lee:) 
“Capítulo Il 
El Ministerio Público 
Sección | 
Disposiciones Generales 
“Artículo 44. (Función).- 


44.1- El Ministerio Público es el titular de la acción penal pública. Con ese propósito, practicará todas 
las diligencias que sean conducentes al éxito de la investigación. 


44.2- Cuando tome conocimiento de la existencia de un hecho con apariencia delictiva, promoverá la 
persecución penal con el auxilio de la autoridad administrativa, sin que pueda suspender, interrumpir o 
hacer cesar su curso, salvo en los casos previstos en la ley”. 


-En consideración. 


Si me permiten los señores Senadores, tendría para hacer una observación de redacción en 
el 44.1. Ese punto comienza diciendo: “El Ministerio Público es el titular de la acción penal pública. Con 
ese propósito, practicará”, etcétera. No hay congruencia entre las dos expresiones. Propondría suprimir 


“Con ese propósito” y comenzar la frase diciendo: “Deberá practicar todas las diligencias que sean 
conducentes al éxito de la investigación.” Hago esta sugerencia porque la primera frase expresa: “es el 
titular de la acción penal pública” y luego se dice “Con ese propósito”. ¿Qué propósito? Entonces, 
reitero, sugiero suprimir “Con ese propósito” y decir: “Deberá practicar todas las diligencias que sean 
conducentes al éxito de la investigación”. 


Si no hay otras observaciones, pasamos al artículo siguiente. 
Léase el artículo 45. 

(Se lee:) 

“Artículo 45. (Remisión).- 


45.1- La intervención del Ministerio Público en el proceso, se regulará por las disposiciones de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público y Fiscal. 


45.2- La competencia de los fiscales se regulará en lo pertinente del mismo modo que la fijada para los 
tribunales, sin perjuicio de lo que establezca la ley orgánica del Ministerio Público.” 


-En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero hacer una puntualización desde el punto de vista de la 
técnica. Estamos haciendo referencia a que solamente la Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal 
es la que determina las condiciones e intervención del Ministerio Público, su competencia y demás. 
Pienso que en otras disposiciones de procedimiento de nuestro Derecho se establecía lo mismo, por 
ejemplo, cuando se hacía referencia a la Ley Orgánica de la Judicatura. 


Personalmente, estas formas nunca me gustaron; simplemente hago este comentario a 
efectos de tenerlo en cuenta al momento de votar porque, en definitiva, es la ley la que fija las 
competencias, ya sea la Ley Orgánica del Ministerio Público o la que se pueda dictar la semana que 
viene y que no modifique la Ley Orgánica del Ministerio Público. 


Reitero que por una cuestión de técnica, sería más sencillo expresar que tanto la 
intervención como la competencia serán las que determinen las leyes. Creo que la inclusión de la Ley 
Orgánica del Ministerio Público es para realzar que hay una ley marco esqueleto que es la que regula 
las funciones, competencias, atribuciones, cualidades e incompatibilidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay otras observaciones, pasamos al artículo 46. 
Léase. 
(Se lee:) 
“Artículo 46. (Atribuciones).- 
46.1- El Ministerio Público tiene atribuciones para: 
a) Dirigir la investigación de los delitos y faltas así como la actuación de la policía. 
b) Disponer la presencia en su despacho del indagado, de testigos y peritos. 


C) No iniciar investigación. 


d) Proceder al archivo provisional. 

e) Ejercer el principio de oportunidad reglado. 

f) Solicitar medidas cautelares. 

g) Deducir acusación o solicitar el sobreseimiento. 

h) Atender y proteger a víctimas y testigos. 

46.2- Cuando el Ministerio Público ejerce la acción penal, es parte en el proceso. 


En las diligencias que se practiquen, el Fiscal Letrado actuará directamente o representado 
por el Fiscal Letrado Adjunto o por un funcionario letrado de la Fiscalía designado por él. En este último 
caso, bastará con una designación genérica para su efectiva representación.” 


-En consideración. 
SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Voy a hacer referencia al artículo 46.1. 


En aras de precisar las distintas atribuciones en una cantidad de literales, creo con toda 
franqueza que falta una referida a la capacidad de solicitar todo tipo de pruebas conducentes al éxito 
de la investigación. Fijense los señores Senadores que estamos hablando de deducir acusación o 
solicitar sobreseimiento, o de solicitar medidas cautelares. También puede disponer la presencia en su 
despacho de determinadas personas. Esas son atribuciones, pero está todo aquello que la ley le 
asigna. Por ejemplo, tiene la atribución de solicitar todo tipo de medida probatoria. 


No estoy proponiendo un aditivo, sino simplemente planteando algo para tenerlo en cuenta 
cuando se vaya a votar. Quizás haya que incluir un literal genérico para evitar que el día de mañana 
alguien pueda decir que, en aras del preciosismo, se olvidaron justo de lo fundamental. En ese sentido, 
vuelvo a la discusión que teníamos la otra vez en relación a las facultades de los jueces y de los 
fiscales; el juez no puede proponer pruebas, mientras que el fiscal sí, pero resulta que no lo incluimos 
en las atribuciones. 


Reitero que quizás sea bueno incorporar un literal general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se me ocurre que deberíamos aprovechar esta ocasión para dejar propuesta 
alguna redacción y así evitar plantearnos nuevamente la cuestión y tener que buscar una redacción 
apropiada que, a su vez, será objeto de examen en una ocasión subsiguiente. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Entonces, me gustaría proponer que en el literal f), que habla de 
solicitar medidas cautelares, se agregue “y todo tipo de diligencia probatoria”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador está de acuerdo, eso se podría agregar en el literal a). 
Este dice: “Dirigir la investigación de los delitos y faltas así como la actuación de la policía” y a 
continuación podría señalarse: “y solicitar las medidas probatorias que considere pertinentes”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA..- Perfecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego, en el literal b), que expresa: “Disponer la presencia en su despacho 
del indagado, de testigos y peritos”, me parece que se podría añadir al denunciante porque, en caso de 
que lo haya, es natural que el Ministerio Público también lo quiera citar. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, entonces, el literal b) diría: “Disponer la 
presencia en su despacho del indagado, del denunciante, de testigos y peritos”. 


Por su parte, habría que agregar el punto final a la frase del literal d) “Proceder al archivo 
provisional”, que fue omitido. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Confieso que no había puesto la lupa sobre este artículo. 


Vamos a suponer que el fiscal quiere convocar, no al denunciante sino al abogado del 
denunciante. Aclaro que no me estoy refiriendo al denunciado, sino al denunciante, esto es, a quien 
formula la denuncia. El fiscal titular de la acción penal, en aras de profundizar la investigación -que es 
algo bastante usual en los casos complejos- podría citar a los abogados del denunciante y no 
necesariamente a este, que muchas veces es una persona tocada por los efectos del delito y que, 
incluso, se podría llegar a revictimizar si tiene que enfrentar una etapa de esa naturaleza. Entonces, yo 
le agregaría la atribución de citar al abogado para considerar, por ejemplo, qué tipo de pruebas va a 
presentar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que la situación puede llegar a ser muy compleja. Si lo cita sería 
como testigo, porque entiende que el abogado puede divulgar ciertos hechos que conoce en su 
condición de asistente técnico del indagado; no veo cómo el Ministerio Público puede citar al abogado 
con otra finalidad. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Reitero que estoy hablando del abogado del denunciante y no del 
profesional del indagado. El literal b) diría algo así como “Disponer la presencia en su despacho del 
indagado, de testigos, de peritos y del denunciante, que se podrá hacer representar”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que si se cita al abogado del denunciante es también como 
testigo. Creo que no hay margen para que negocie técnicamente algo con el abogado del denunciante. 
En todo caso, lo puede convocar y este irá o no según lo entienda pertinente, pero no puede estar 
obligado a ir como sí lo está un testigo o el indagado, porque estaríamos sujetando a la defensa a una 
dependencia respecto de la parte acusadora que no corresponde y quedaría desequilibrada la 
situación. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Introduje la figura del abogado del denunciante porque al proponer 
el señor Presidente que se agregue la presencia del denunciante, creo que sería bueno prever que 
pueda ir su abogado. Esto se debe, simplemente, a un aspecto práctico, que es la revictimización de la 
persona que realiza una denuncia porque fue víctima de un delito. El titular de la acción penal en la 
investigación y determinación de responsabilidades penales de ese delito está representando el interés 
público y, a su vez, el interés de la víctima de que se haga justicia. Ahora se propone darle la atribución 
al fiscal de citar a la víctima a su despacho, que es un aspecto que hoy no está previsto en el Código. 
No digo que necesariamente va a haber una revictimización, pero sí es una situación delicada que el 
fiscal cite a su despacho a quien sufrió un delito; si lo hace es para esclarecer la circunstancia de ese 
delito, ver qué medios probatorios se pueden aportar, cómo avanzar en la investigación, etcétera. No 
olvidemos que, de alguna manera, el fiscal es quien va a representar a esa persona. 


Esta es una reflexión en voz alta; no estoy proponiendo ningún cambio. Quizá, si se 
introduce la posibilidad de que convoque al denunciante, también habría que analizar la viabilidad de 
hacer lo mismo con sus abogados. Es decir que, por ejemplo, el fiscal pueda decir: “Quiero tener una 
entrevista con el doctor Fulano, que es el abogado que denunció tal causa”. ¿El fiscal tiene 
atribuciones formales para hacerlo? Hoy no las tiene, y si quiere interiorizarse de lo que pueda aportar 
el abogado del denunciante, lo deberá buscar de manera informal o citarlo como testigo a una 
audiencia, cosa que, como sabemos, nunca ocurre. Por lo general, los abogados de los denunciantes 
facilitan sus medios de prueba a los fiscales para que sean ellos quienes lleven la causa. 


Reitero que dejo planteado este aspecto a modo de reflexión encapsulada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De pronto podríamos dejar para la reflexión la posibilidad de sustituir esta 
indicación de distintas figuras, es decir, “el indagado, el denunciante, los testigos, los peritos”, por una 
fórmula genérica que diga: “todas aquellas personas que puedan aportar elementos útiles para la 
investigación de los hechos”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy de acuerdo, señor Presidente, pero a ese texto le agregaría 
una coma para que continúe así: “incluidos el indagado, testigos y peritos”. De esa manera no 
modificamos el texto del proyecto de ley de los redactores. Que quede claro que el fiscal tiene 
atribuciones para citar a testigos, a peritos y al indagado, pero además puede citar a otras personas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El problema es que al decir que el fiscal podrá disponer la presencia, le 
estamos dando a todo esto un tono imperativo; no sólo está habilitado a pedir que vengan, sino que 
tiene la posibilidad de obligarlos a hacerlo. Así entiendo este giro. Cuando incluimos a los abogados 
entre las personas que pueden ser obligadas a concurrir al Ministerio Público, se podría estar rozando 
los fueros de la defensa o de quien esté ejerciendo como asistente técnico de una persona que actúa 
en el proceso. Por eso quisiera ser cuidadoso. Pero dejemos esto con un asterisco, tal como propone 
el señor Senador López Goldaracena, para reflexionar al respecto y tomemos nota de esa fórmula 
genérica de la que hablábamos: “Disponer la presencia en su despacho de todas aquellas personas 
que puedan aportar elementos útiles para la investigación, incluyendo el indagado, el denunciante, 
testigos y peritos”. 


Si no hay más observaciones que formular con respecto a este artículo, pasamos al 
siguiente. 


Léase el artículo 47. 
(Se lee:) 


“Artículo 47. (Independencia técnica).- El Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación 
y los Fiscales Letrados, actuarán con absoluta independencia en el ejercicio de su respectiva 
competencia y en el plano técnico. 


El Ministerio Público no recibirá órdenes ni directivas provenientes de ningún Poder del 
Estado, sin perjuicio de la superintendencia correctiva y administrativa que le compete al Fiscal de 
Corte”. 


-En consideración. 


Creo que tal como está, este artículo es inobjetable en cuanto a la independencia técnica de 
los fiscales. Lo que ocurre es que en el proyecto de ley orgánica de la Fiscalía Nacional -que tenemos 
a consideración- se introduce la posibilidad de que el Fiscal de Corte dicte instrucciones generales, 
posibilidad que es resistida por los fiscales, que dicen que eso podría recortar su independencia 
técnica. 


Simplemente dejo señalado el punto, pero me parece que nadie va a objetar que 
consagremos el postulado de la independencia técnica -todos están de acuerdo con ello- mientras que 
el Fiscal de Corte entiende que la posibilidad de dictar instrucciones generales -subrayo lo de 
generales- no lesiona la independencia para la consideración del caso concreto. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero aprovechar su intervención para sumarme a lo que usted 
ha señalado y dejar constancia en la versión taquigráfica de que nuestra posición es claramente 
contraria a la propuesta del Fiscal de Corte en cuanto a esa posibilidad de incidir directamente en la 
independencia de los fiscales. Hablo de incidir directamente y no indirectamente, puesto que al dictar 
instrucciones puede incidir directamente. Desde el punto de vista técnico, estamos de acuerdo con este 
artículo del Código del Proceso Penal, porque se trata de la independencia técnica de los fiscales, 
pero quiero dejar constancia de que en el proyecto de ley redactado por el Fiscal de Corte -Ley 


Orgánica de la Fiscalía Nacional- no está en línea con esa independencia técnica. Estos dos temas van 
juntos y los tendremos que pulir cuando abordemos las facultades del fiscal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 48. 
(Se lee:) 


“Artículo 48. (Subrogación del Ministerio Público por omisión de acusar).- Vencido el plazo 
para deducir acusación o su prórroga, el juez ordenará el pasaje del expediente al fiscal subrogante 
quien tendrá para expedirse los mismos plazos que el subrogado. Esta omisión se comunicará al 
jerarca del Ministerio Público.” 


-En consideración. 
Léase el artículo 49. 
(Se lee:) 
“Artículo 49. (Información y protección a las víctimas).- 


49.1- Durante todo el procedimiento es deber de los fiscales adoptar medidas o solicitarlas 
en su caso, a fin de proteger a las víctimas de los delitos, de facilitar su intervención en el proceso y 
evitar o disminuir al mínimo cualquier afectación de sus derechos. 


49.2- Los fiscales están obligados a realizar entre otras, las siguientes actividades a favor de 
la víctima: 


a) Entregarle información acerca del curso y del resultado del procedimiento, de sus 
derechos y de las actividades que deben realizar para ejercerlos; 


b) Ordenar por sí mismos o solicitar al tribunal en su caso, las medidas destinadas a la 
protección de la víctima y de su familia frente a probables hostigamientos, amenazas o atentados; 


c) Informarle sobre su eventual derecho a indemnización y la forma de ejercerlo. 


Si la víctima designó abogado, el Ministerio Público estará obligado a realizar 
también a su respecto la actividad señalada en el literal a) de este inciso”. 


-En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estamos de acuerdo con la filosofía y, diría más, hasta con la 
redacción del artículo en general, pero quisiéramos hacer una reflexión sobre el concepto de víctima, 
que hemos precisado en otras leyes que hemos aprobado en el Parlamento. Por ejemplo, cuando se 
trata de un homicidio, ¿quién es la víctima? ¿La persona que fue objeto del homicidio o lo es el 
entorno, sus familiares, entorno, su concubina o su concubino? Tengo plenamente presente el caso 
de la Ley N* 18.026 sobre víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, donde se 
estableció un concepto de víctima abarcativo de su núcleo familiar para darle precisión jurídica, porque 
los fiscales estarían obligados a realizar actividades para la víctima o a favor de la víctima. Entonces, 
yo diría a favor de la víctima y de sus familiares, pero no hay que olvidar que muchas veces el propio 
familiar es el victimario. Por lo tanto, este es un tema que daría para mucha profundización. Quizá se 
podría aportar una definición de víctima que sea abarcativa de los familiares, como la que tenemos en 
la Ley N* 18.026, sobre todo en aquellos delitos de sangre como el homicidio. En un homicidio son los 
familiares los que se consideran víctimas de ese delito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Capítulo IV del Título que estamos considerando se titula “La víctima”. 
Concretamente, el artículo 82 define a quién se considera víctima, mientras que el artículo 83 se refiere 
a los casos en que debe actuar un representante de la víctima, porque la consecuencia, por ejemplo, 
fue la muerte del ofendido. Se establece un orden de prelación: primero están los padres, después el 
cónyuge, los hijos mayores de edad, etcétera. Puesto que hay una serie de disposiciones al respecto, 
creo que esto está contemplado. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a plantear una cuestión menor de redacción. El artículo 49.1 establece: 
“Durante todo el procedimiento es deber de los fiscales adoptar medidas o solicitarlas en su caso, a fin 
de proteger a las víctimas de los delitos, de facilitar su intervención en el proceso y evitar o disminuir al 
mínimo cualquier afectación de sus derechos”. Creo que la preposición “de” en la expresión “de facilitar 
su intervención en el proceso” está de más. Por tanto, debería decirse: “Durante todo el procedimiento 
es deber de los fiscales adoptar medidas o solicitarlas en su caso, a fin de proteger a las víctimas de 
los delitos, facilitar su intervención en el proceso y evitar o disminuir al mínimo cualquier afectación de 
sus derechos”. 


SEÑOR ROSADILLA.- Le robo un minuto a la Comisión, simplemente para sacarme una duda que me 
surge por ignorancia. 


El literal c) del artículo 46 establece que el Ministerio Público tiene atribuciones para, por 
ejemplo, no iniciar investigación. Me parece -seguramente, por desconocimiento- que esto choca con 
el artículo 48 cuando dice: “Vencido el plazo para deducir acusación o su prórroga, el juez ordenará el 
pasaje del expediente al fiscal subrogante quien tendrá para expedirse los mismos plazos que el 
subrogado”, etcétera. Pregunto si la atribución establecida en el artículo 46 no colide con la medida que 
luego el juez tomará conforme a lo preceptuado en el artículo 48. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, porque el artículo 26, literal c), se refiere al comienzo de la investigación 
ante el hecho aparentemente delictivo y ahí juega el famoso principio de oportunidad reglado, donde el 
Ministerio Público puede investigar o no según se cumplan ciertos requisitos que aquí se establecen. 
En cambio, el artículo 48 se refiere a la acusación, cuando ya se hizo la investigación y comienza el 
juicio. Al comienzo del juicio el Ministerio Público tiene un plazo para acusar y si no lo cumple pasa al 
subrogante. Quedó atrás la etapa en la que podía invocar el principio de oportunidad para no 
investigar. Se supone que ya investigó, se pasó a la etapa siguiente y allí le empieza a correr el plazo. 


SEÑOR ROSADILLA.- Se puede decir, entonces, que por lo que establece el artículo 46 en ese 
momento el juez ni siquiera tiene noticias del hecho; me refiero a si el Ministerio Público decide no 
iniciar investigación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Fue uno de los temas que discutimos en oportunidad de la visita que nos 
hicieran autoridades del Instituto de Derecho Procesal. Si el Ministerio Público entiende que los hechos 
carecen de entidad, que no se justifica, ni siquiera comunica. Fue uno de los temas que quedaron 
planteados. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Aprovecho la intervención del señor Senador Rosadilla que me 
parece muy atinente. El señor Senador está replanteando un tema que ya ha sido planteado en 
sesiones pasadas de la Comisión: hasta dónde van las facultades del fiscal y cómo podemos 
contrapesar esas facultades o sus posibles omisiones -por ejemplo, no iniciar una investigación- con 
un mayor poder para los jueces, a los efectos de garantizar que efectivamente se lleven a cabo 
investigaciones cuando realmente los hechos lo ameriten. Uno siempre está pensando en las 
patologías que puede tener una solución. 


Imaginemos un hecho delictivo real en el que el fiscal decide no investigar. ¿Qué sucederá? 
Que a pesar de que el juez lo estime pertinente, no se investigará. Me parece que este punto debe 
llamarnos a la reflexión al momento de examinar esa relación de poder entre fiscal y juez y cómo 
quedará establecida en el Código. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El 49.2, literal a) -que hace referencia a lo que el fiscal debe hacer a favor de 
la víctima- dice: “Entregarle información acerca del curso y del resultado del procedimiento, de sus 
derechos y de las actividades que deben realizar para ejercerlos”. Considero que por estar refiriéndose 
a la víctima, el verbo “deber” debe figurar en singular, por lo que diríamos “debe”. 


Continuando con el análisis del literal a), aquí se habla de “Entregarle información acerca del 
curso y del resultado del procedimiento, de sus derechos y de las actividades que debe realizar para 
ejercerlos” -que es algo que luego va a tener que hacer también con el abogado de la víctima, según el 
inciso final de esta misma disposición- y me pregunto si lo correcto no será decir: “A solicitud de la 
víctima, entregar la información” y después seguiría tal como está. Estoy hablando de anteponer la 
solicitud de la víctima porque el hecho de que el fiscal tenga que actuar de oficio ofreciendo 
información y además hacer lo mismo si la víctima tiene abogado, me parece realmente excesivo. Por 
supuesto que si le es solicitada información, este la tendrá que aportar pero, a mi juicio, tiene que 
comenzar por una solicitud. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En lo personal, considero que el cambio propuesto por el señor 
Presidente es relevante. Mi temor es que si ponemos “A solicitud de la víctima”, el fiscal ya sabe que si 
no le piden información no tiene por qué darla. Es obvio, es de Perogrullo. 


Es posible que haya fiscales a los que, probablemente, no les pidan información, que las 
víctimas vayan y golpeen su puerta pero no las atienda porque no está o porque hay que sortear a tres 
secretarios antes de llegar a él. Sé que estoy hablando bastante impunemente, pero me refiero a un 
tema de la realidad actual y ojalá que cambie. 


Si nosotros establecemos que los fiscales tienen la obligación de entregar información a la 
víctima, sabrán que deben hacerlo. Partimos de la base de que luego la víctima, como todo ciudadano, 
deberá estar informada de todos sus derechos y saber cómo tiene que manejarse, etcétera, pero 
también tiene que saber que la contraparte, que es la autoridad pública, tiene la obligación de darle la 
información pertinente. 


Con toda franqueza, no haría esta modificación, me gustaría pensar mejor esto y establecer la 
obligación de que el fiscal entregue la información a la víctima, y también al abogado. Si se designó 
abogado, el Ministerio Público también está obligado a dar información al abogado de la víctima porque 
es muy importante para ella ver que quien está ejerciendo la acción penal le está haciendo una 
devolución sobre lo que ocurre. Por supuesto que esto también le sirve al abogado para delinear su 
estrategia de cómo seguir avanzando en la acción penal. 


Como dije, no haría modificaciones a este respecto, señor Presidente, sin perjuicio de seguir 
analizando el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A este respecto quisiera hacer el siguiente comentario. 


Me parece bien, en un plano conceptual puro, que sea el Ministerio Público el que deba 
tomar la iniciativa de informar, pero me lo planteo en la práctica. El Ministerio Público uruguayo, tal 
como podrá quedar constituido y eventualmente fortalecido para la aplicación de este Código, ¿va a 
tener los medios humanos y materiales para actuar como una especie de defensoría de oficio de la 
víctima y suministrarle, por propia iniciativa y sin que esta lo pida, toda la información del caso, además 
de ponerla al tanto sobre su derecho a indemnización y la forma de ejercerlo? Estamos pidiendo al 
Ministerio Público que actúe como abogado de la víctima. Si contara con todos los recursos necesarios 
para hacerlo, personal suficiente para ocuparse de esto y, a la vez, hubiera una sección en cada 
fiscalía destinada a la atención de la víctima, eso estaría muy bien pero, ¿esto va a funcionar así? No 
lo creo. Me parece que vamos a tener el Ministerio Público que históricamente conocemos, fortalecido 
en la medida de lo indispensable pero con las carencias de siempre y los casos que sabemos: hay un 
solo funcionario para atender tal volumen de causa y que, además, debe subrogar al de otro 
departamento que está con licencia, en fin, toda esa historia. Si establecemos que va a tener que salir 
a informar de oficio, después le pueden decir: “¿Usted cumplió con la obligación que establece el 
artículo 49.2? ¿Dónde está la constancia de que usted informó, como corresponde, porque el deber es 


suyo? Porque ese es un deber suyo”. Con esto podríamos generar situaciones de reclamos contra el 
Estado y de complicaciones, o sea que desde el punto de vista práctico lo veo difícil. 


Me parece que podríamos complementar esto con un disposición que dijera, por ejemplo, que 
la Fiscalía de Corte o el jerarca del servicio adoptará las medidas pertinentes para que las víctimas 
conozcan sus derechos y sepan que pueden pedir los formularios adecuados para plantear la solicitud, 
etcétera. Es decir que estoy hablando de crear una infraestructura administrativa necesaria para que la 
víctima sepa lo que puede hacer y tenga los medios para llevarlo a cabo, pero no de poner el 
gravamen sobre el fiscal del caso porque estaríamos acumulando una carga de trabajo que en la hoja 
del Código puede quedar muy bien pero temo que en la práctica pueda ser excesiva. 


Dejo anotados los comentarios para cuando volvamos a analizar este artículo 49. 


Con esto terminaríamos la parte relativa al Ministerio Público e ingresaríamos a la Sección ll, 
que refiere a la función de la Policía en el proceso penal. 


Léase el artículo 50. 
(Se lee:) 
“Sección || 
La Policía 
“Artículo 50. (Función de la Policía en el proceso penal).- 


50.1- La Policía y la Prefectura Nacional Naval en sus respectivos ámbitos de competencia, serán 
auxiliares del Ministerio Público en las tareas de investigación y deberán llevar a cabo las diligencias 
necesarias para cumplir los fines previstos en este Código, de conformidad a las instrucciones que les 
impartan los fiscales. 


50.2- Asimismo, le corresponderá ejecutar las medidas de coerción que decreten los tribunales. 


50.4- Sin perjuicio de lo previsto en los incisos anteriores, el Ministerio Público podrá impartir 
instrucciones a la autoridad encargada de los establecimientos penales, en la investigación de hechos 
cometidos en el interior de los mismos, actuando de conformidad a las previsiones de este Código”. 


-En consideración. 


Se me hace notar por Secretaría que hay un error de numeración, porque a continuación del 
50.2 aparece 50.4, cuando en realidad debería ser 50.3. 


Con relación al 50.1, donde dice “de conformidad a las instrucciones”, debería decir “de 
conformidad con las instrucciones”, y lo mismo ocurre con el 50.4 -que debería ser el 50.3- que dice 
“actuando de conformidad a las previsiones de este Código”, cuando en realidad debería decir 
“actuando de conformidad con las previsiones de este Código”. Por su parte, en el 50.2, donde dice 
“Asimismo, le corresponderá”, debería decir “Asimismo, les corresponderá”, porque refiere a la Policía 
y a la Prefectura Nacional Naval. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Hace pocos días en una Comisión que formó nuestra Bancada para atender a 
algunas delegaciones con motivo del tratamiento de la Rendición de Cuentas, se presentaron 
miembros de la Marina Mercante, de la Prefectura Nacional Naval, etcétera, y una de las críticas 
fuertes que hicieron fue a la ubicación institucional de la Prefectura Nacional Naval, que en Uruguay 
está bajo la jurisdicción del Ministerio de Defensa Nacional, pero en muchos países de América está en 


la órbita del Ministerio del Interior. Estas dos jurisdicciones separadas muchas veces causan perjuicios 
en el proceso investigativo; no sé cómo quedará ahora con la redacción dada al artículo 50.1. Por 
ejemplo, tengo entendido que si hay un hurto o rapiña en la Rambla de Montevideo y el autor cruza 
para la playa, la Policía, aunque lo esté viendo, no puede entrar. Eso, sin ningún lugar a dudas, 
ocasiona un perjuicio muy grande para la investigación y para la posterior aclaración del presunto 
delito. 


Este es un comentario que hago para tenerlo en el “disco duro”, pues algún día tendríamos 
que dar una solución a ese tema. Tengo frente a mí al señor Senador Rosadilla, quien tiene mucha 
experiencia en lo que tiene que ver con el Ministerio de Defensa Nacional, por lo cual tiene mucha más 
autoridad que quien habla para emitir una opinión al respecto. Sé que esto no lo vamos a cambiar 
ahora, pero señalo que puede surgir alguna dificultad cuando alguien solicite la actuación de la 
Prefectura Nacional Naval sin pasar por el mando correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señala la Secretaría que en el epígrafe del artículo 50 dice “Función de la 
Policía en el proceso penal”, cuando en realidad debería decir: “Función de la Policía y de la Prefectura 
Nacional Naval en el proceso penal”, porque las disposiciones refieren a los dos servicios. Así que, si 
están de acuerdo, introducimos esa modificación. 


(Apoyados.) 


SEÑOR DA ROSA.- Comparto la preocupación que ha planteado el señor Senador Nin Novoa. 
Además, a la Prefectura Nacional Naval se le ha dado competencia respecto de las riberas de ríos 
interiores del Uruguay. Por ejemplo, en gran parte del río Negro hoy tiene competencia la Prefectura 
Nacional Naval sobre hechos o ilícitos cometidos en sus costas. En esas zonas es muy frecuente la 
utilización del río, el agua, para cometer determinados delitos que son típicos de nuestro Código Penal 
como, por ejemplo, el abigeato, lo cual acentúa la preocupación planteada por el señor Senador Nin 
Novoa, porque ahí estamos ante una dependencia del Ministerio de Defensa Nacional que está 
cumpliendo en forma clara funciones netamente policiales. A su vez, en muchos casos está 
dependiendo de un comando que es totalmente diferente a la Jefatura de Policía Departamental, y la 
coordinación de los servicios queda librada al buen criterio local de los jerarcas de la comisaría o del 
Ministerio del Interior, y de los jerarcas de la zona de jurisdicción de la Prefectura. Todos sabemos que 
eso no siempre se da, pues depende de la voluntad y de la actitud de los respectivos jerarcas. 


Obviamente, este tema no atañe a este Código, pero pienso que debería ser objeto de 
consideración o de pensarlo en alguna eventual reforma que se pueda hacer de la Ley de Defensa 
Nacional, que supongo que es donde está fundamentalmente regulado este tema. Es cierto que se 
produce una situación que no es muy fácil de compatibilizar, dados los cometidos de la Prefectura y el 
hecho de que se le ha ido extendiendo el área de jurisdicción, pues ya no incluye sólo las áreas 
oceánicas o del Río de la Plata, sino que también incluye ríos interiores dentro del territorio nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay otras consideraciones que formular, pasamos al artículo 51. 
Léase. 
(Se lee:) 
“Artículo 51. (Dirección del Ministerio Público).- 


51.1- Los funcionarios mencionados en el artículo anterior, ejecutarán sus tareas bajo la dirección y 
responsabilidad de los fiscales y de acuerdo a las instrucciones que estos les impartan a los efectos de 
la investigación, sin perjuicio de su dependencia natural de las jerarquías respectivas. 


51.2- También deberán cumplir las órdenes que les dirijan los jueces para la tramitación del 
procedimiento. 


51.3- Asimismo, deberán cumplir de inmediato y sin más trámite las órdenes que les dicten o impartan 
los fiscales y los jueces, cuya procedencia, conveniencia y oportunidad no podrán calificar, sin perjuicio 
de requerir la exhibición de la autorización judicial previa, cuando corresponda”. 


-En consideración. 


SEÑOR ROSADILLA.- En lo que tiene que ver con los comentarios realizados anteriormente, quiero 
decir que hay un prolífico desarrollo de procedimientos y teorías en relación a armonizar esto, dado 
que hoy no está armonizado naturalmente. Creo que hay que trabajar más en este sentido, pero de 
todos modos, no estamos en cero ni mucho menos. 


En cuanto al artículo 51, atendiendo la lectura del 51.1, el 52.2 y el 53.3 uno debe pensar 
que, en realidad, en estos procesos quienes actúan naturalmente, aun sin coordinar, deben impartir 
órdenes armónicas. Ahora bien, si así no lo fuera, ¿cuál sería la determinación que toma el funcionario 
policial, más aun si su autoridad natural le diera otra orden? Puede suceder que el fiscal le ordene al 
sargento: “Usted vaya a la casa de Fulano e incaute determinado vehículo”. A su vez, puede ser que el 
Juez le diga que no proceda así y encima, cuando llega a la Comisaría a plantear ese dilema, el 
comisario le diga que no haga nada. En el mismo artículo hablamos de los funcionarios en general, a 
los que claramente no jerarquizamos al expresar “sin perjuicio de su dependencia natural de las 
jerarquías respectivas”. No estamos hablando del jerarca de una dependencia policial determinada, del 
jefe de una seccional policial o de un destacamento de la Prefectura Nacional Naval que en forma 
individualizada recibiría la orden para efectuar tal o cual procedimiento. 


Tal como está redactado, este artículo me causa ciertas incertidumbres. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Para seguir profundizando en este tema debemos tener en cuenta 
el principio de armonía, que a veces es difícil de aterrizar. 


En este caso, la Policía y la Prefectura Nacional Naval en su integridad -tal como está 
plasmado en el Código- son auxiliares de la fiscalía. Primero tenemos que ver este gran mapa, porque 
eso determina que un Fiscal, en la práctica -por poner un ejemplo bien dispar- le dé instrucciones a un 
agente o le dé instrucciones de coordinación a un Jefe de Policía de Departamento. En una 
investigación puntual, el Fiscal le podría ordenar a uno o a otro porque, en los hechos, tanto la 
Prefectura Nacional Naval como la Policía serían auxiliares. Repito que debemos tener presente ese 
mapa. Quizás se puedan afinar un poco más las tareas de coordinación, pero la idea del Código es que 
la Policía -porque la Prefectura Nacional Naval viene luego, como apéndice agregado, ya que su 
competencia está determinada en cierta zona- investigue bajo la dirección de los fiscales. Eso es lo 
que tenemos que pensar y, desde esa perspectiva, hay que analizar cómo se ejerce la dirección de los 
fiscales. Ahí vuelvo al tema macro: ¿el Fiscal de Corte tiene que hacer la coordinación con el Ministro 
del Interior? En una investigación puntual se va a tener que dar necesariamente una interacción de 
coordinación permanente de horizontalidad para transversalizar todas las acciones. No puedo imaginar 
aun fiscal dando instrucciones a un agente de una seccional y diciéndole “Vaya a tal lugar y arreste a 
Fulano” y que, por otro lado, ese fiscal no informe al jefe de la seccional acerca de lo que está 
haciendo la fiscalía en esa investigación. Se puede llegar a provocar un caos. El principio es de 
subordinación total de la Prefectura Nacional Naval y de la Policía a la fiscalía. 


SEÑOR DA ROSA.- Quiero hacer dos consideraciones sobre el tema. 


En primer lugar, en lo que atañe a los artículos 51.2 y 51.3, nos replantea un tema que en su 
momento conversamos en esta Comisión y que acordamos que era un punto central en el análisis del 
proyecto de reforma del Código. ¿Hasta qué punto el nuevo Código pasaría a tener un carácter 
netamente acusatorio y en qué medida mantiene los rasgos de naturaleza inquisitiva que posee el 
actual régimen del proceso penal? Recordarán los señores Senadores que cuando compareció a la 
Comisión el Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, doctor Díaz, se mencionó este tema e 
incluso él planteó, concretamente en algunos artículos, suprimir las facultades que se le asignan al 
Juez para establecer que son competencia del Fiscal. 


Este artículo, tal como está redactado plantea esa misma disyuntiva, con el agravante que 
acaba de mencionar el señor Senador Rosadilla -que me parece criterioso- porque en la medida en 
que se les dan facultades a ambos, mañana podemos estar ante situaciones en las que se apliquen 
criterios contradictorios. En relación a determinado tema puede haber un Fiscal que dé cierta directiva 
y un Juez que diga que no está de acuerdo con ella. Ahí estamos en una situación en la que se 
requiere urgencia en las decisiones; obviamente, cuando se está en la investigación de la eventual 
comisión de un hecho delictivo, lo que más apremia es el tiempo, ya sea en la investigación como en el 
esclarecimiento del hecho. Me planteo, entonces, hasta qué punto el inciso 51.2 es pertinente en esa 
materia. 


En relación al inciso 51.3, reservaría el criterio que dice “sin más trámite las órdenes que les 
dicten o impartan los fiscales y los jueces”. En todo caso, agregaría que les dicten o impartan, por su 
orden, los fiscales y los jueces. Es decir que para no cerrar del todo la posibilidad de que el Juez pueda 
tener alguna intervención en ese tema, sobre todo teniendo en cuenta el planteo sobre hasta qué punto 
es bueno cortar de raíz con esa práctica y pasar a un sistema netamente acusatorio o hasta qué punto 
convenía, en función de la práctica, la costumbre y la jurisprudencia existentes, mantener algunos 
rasgos de criterio inquisitivo, reservándole a los jueces facultades aún importantes en lo que tiene que 
ver con el impulso del proceso, el desarrollo del procedimiento. 


Planteo esto porque me parece que es un tema troncal en el análisis del Código y que 
además en este aspecto concreto supone un riesgo muy puntual que es el planteado por el señor 
Senador Rosadilla y que comparto totalmente: qué ocurre si en una determinada investigación el fiscal 
tiene un criterio y el Juez tiene otro. ¿Qué hace la Policía en esa instancia? 


Con respecto al punto al que hacía referencia el señor Senador López Goldaracena, creo 
que no hay más remedio que mantener el criterio tal como está redactado en el inciso 51.1 que dice 
que los fiscales podrán darle instrucciones a la Policía y a la Prefectura a los efectos de la 
investigación. Además, la frase final del inciso agrega “sin perjuicio de su dependencia natural de las 
jerarquías respectivas.” O sea, salva el criterio obvio de que esos funcionarios están bajo la jerarquía 
de mandos naturales, tanto la Policía como la Prefectura. Creo que no hay más remedio que mantener 
ese criterio porque, precisamente, se está en una situación en la que muchas veces las cosas 
dependen de la rapidez, de la efectividad y de la celeridad con que se puedan hacer. Si convertimos al 
procedimiento en muy burocrático, en donde primero hay que hablar con el Jefe de Policía para que 
después este baje la orden respectiva, estamos en riesgo de volver demasiado pesado el trámite en un 
momento en el que por más que las comunicaciones sean lo más rápidas y fluidas posible, se necesita 
efectividad al máximo posible, máxime cuando se está, por ejemplo, en riesgo de perder elementos de 
prueba o de esclarecer hechos que son vitales para la determinación de la existencia o no del delito y, 
por tanto, de la sentencia final que dicte el Juez. Por lo que está en juego en este caso, creo que no 
tenemos más remedio -a pesar de que no sea lo más puro- que mantener ese criterio. 


Esas eran las dos consideraciones que quería hacer. Vuelvo a plantear la observación 
respecto del inciso 51.2, sobre todo donde me parece que genera serios problemas que fueron aquí 
advertidos por el Fiscal de Corte cuando analizamos este tema. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Me quería referir a la parte final del artículo 51.1. 


En realidad, no sé si la expresión “sin perjuicio” ayuda u obstaculiza porque siempre trae 
aparejada la posibilidad de revisión. No sé con claridad si es correcto desde el punto de vista de la 
técnica legislativa, pero en la práctica me pregunto si ayuda u obstaculiza porque qué pasa frente a un 
hecho como el planteado por el señor Senador Da Rosa, donde la rapidez en la toma de decisiones es 
fundamental para el esclarecimiento del caso y hay una colisión entre el Fiscal y la dependencia 
natural, por llamarlo de alguna manera. La expresión “sin perjuicio”, ¿ayuda u obstaculiza? 
Personalmente creo que obstaculiza. La directiva tendría que ser clara y decir simplemente “Los 
funcionarios mencionados en el artículo anterior, ejecutarán sus tareas bajo la dirección y 
responsabilidad de los fiscales y de acuerdo a las instrucciones que estos les impartan a los efectos de 
la investigación” y terminar allí. 


SEÑOR ROSADILLA.- Estoy de acuerdo con lo planteado por el señor Senador Nin Novoa. En 
relación a la colisión entre los artículos 51.1 y 51.2 creo que podría salvarse siempre y cuando en la 
letra se separaran efectivamente los tiempos de la investigación y del proceso. El artículo 51.1 habla de 
“bajo la dirección y responsabilidad de los fiscales y de acuerdo a las instrucciones que estos les 
impartan a los efectos de la investigación”, etcétera. Entonces, concluida esta y una vez que el fiscal 
eleva las conclusiones de su investigación, vendría el artículo 51.2, que expresa, “También deberán 
cumplir las órdenes que les dirijan los jueces para la tramitación del procedimiento”. Como está 
expresado ahora, sin determinar el tiempo, la simultaneidad de posibilidades puede generar esa 
incompatibilidad o superposición. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estas últimas opiniones nos hacen replantear el tema de los 
fiscales y los jueces. En realidad, en un procedimiento en el cual tanto el Fiscal como el Juez pueden 
dar órdenes o instrucciones a la Policía hay un escenario claramente definido, pero si el único que 
puede dar instrucciones a la Policía es el Fiscal, el escenario es otro distinto. Quiere decir que en el 
fondo se está replanteando la estructura sobre la cual va a reposar el procedimiento. Quizás estemos 
siempre encapsulando la relación entre fiscales y jueces para otro momento, pero cuando lleguemos a 
ese punto deberemos abordar todas las derivaciones. Coincido con que pueden ser dos cosas 
diferentes la investigación y el procedimiento pero el artículo refiere a la dirección del Ministerio Público 
desde el punto de vista del procedimiento y, en ese sentido -como expresó el señor Senador Nin 
Novoa- la Policía y la Prefectura tienen que cumplir con lo que dispone el Ministerio Público. Sin 
perjuicio de eso, por supuesto que la Policía va a tener que responder a sus mandos naturales. Así, si 
el Fiscal coordinó con el mando natural de la Policía una determinada investigación a nivel de un 
departamento, por ejemplo, se impartirá la instrucción para abajo. La casuística es muy rica a este 
respecto y es imposible prever todos los casos. Imagínense una operación que requiere investigar en 
todo un departamento. ¿Con quién va a coordinar el Fiscal? ¿Con la seccional o con el Jefe de 
Policía? Si coordina con el Jefe de Policía y este imparte la orden hacia abajo se está cumpliendo con 
el artículo. También está la posibilidad de que coordine directamente con la seccional, que alguien no 
sepa, el jerarca policial le diga a sus subalternos que no cumplan con la orden del Fiscal y, de entrada, 
se produce un cortocircuito que el Fiscal deberá tener mucha cintura para sortear. 


Es un tema complejo pero desde el punto de vista normativo coincido con el planteo del señor 
Senador Nin Nova de suprimir la parte final del artículo 51.1, que expresa: “sin perjuicio de su 
dependencia natural de las jerarquías respectivas” porque se supone que siempre está bajo la 
jerarquía natural respectiva y la norma refiere a la dirección del Fiscal. Este puede dar órdenes, punto. 
En definitiva, propondría suprimir esa última parte del numeral 51.1. 


Con respecto al numeral 51.2, que dice: “También deberán cumplir las órdenes que les dirijan 
los jueces para la tramitación del procedimiento”, lo que sucede es que el Juez también puede emitir 
órdenes para tramitar el procedimiento. Lo cierto es que estamos pensando en darle al Juez más 
atribuciones que las que tiene por este proyecto de ley; de repente, habría que proponer medios de 
prueba y en ese caso la Policía deberá cumplir con la orden del Juez. 


Estoy pensando que tal vez sería mejor sacar este numeral 51.2, porque estamos hablando 
de la dirección del proceso por parte del Ministerio Público en relación con la Policía; no nos estamos 
refiriendo a las facultades de los jueces en relación con la Policía. Por eso, quizá para solucionar el 
problema podríamos eliminar este numeral, pero tener presente que lo estamos haciendo, no para 
suprimirlo del Código, sino simplemente de acá. 


Reitero que en lo que respecta al numeral 51.1 habría que quitar la última parte, que dice: 
“sin perjuicio de su dependencia natural de las jerarquías respectivas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo coincido con los señores Senadores en cuanto a que se trata de un tema 
muy complejo que debemos anotar para seguir reflexionando y, eventualmente, consultando a algún 
experto. Sin embargo, también tengo algunas visiones distintas sobre esto. 


Por ejemplo, cuando en el numeral 51.1 se señala “sin perjuicio de su dependencia natural 
de las jerarquías respectivas”, creo que esto tiene que ver con lo que es el funcionamiento 
administrativo normal de la Policía. Según entiendo -y quizá esté equivocado- el Ministerio Público no 


le da instrucciones específicas a determinado funcionario. No dice, por ejemplo; “Usted, Agente 
Pereyra, haga tal cosa”, sino que se dirige a la autoridad respectiva, al mando natural, y le dice “Mire, 
hay que cumplir tal tarea, seguir a tal persona, vigilar a tal otro o citar a Fulano”. En consecuencia, será 
la autoridad natural la que disponga qué funcionario lo hace, en qué horario, cuándo será relevado, 
etcétera. Me parece que la frase que comienza con la expresión “sin perjuicio” va por ahí. 


(Dialogados.) 


-Esto apunta a que se respeten las vías naturales para la comunicación de las instrucciones 
que imparte el Ministerio Público y, además, no se interfiere con la ejecución concreta de la tarea, que 
sigue siendo resorte de la autoridad natural. 


Todas estas cosas ya ocurren en la relación entre la Justicia y la Policía; de acuerdo con las 
normas vigentes es la Justicia la que conduce la investigación y se plantean todos estos aspectos: a 
quién se le ordena, cuándo, cómo y qué pasa si el funcionario policial de rango superior dice una cosa 
y el Juez otra. En ese caso queda claro que hay que hacer caso al Juez. Lo cierto es que ya hay toda 
una experiencia que, supongo, se transmitirá informalmente de los jueces a los fiscales cuando estos 
tengan que cumplir la función de los primeros. 


Con respecto al numeral 51.2, efectivamente puede haber situaciones en las que los jueces 
tengan que dar órdenes. Por ejemplo, como se hace habitualmente, cuando mandan que la Policía cite 
a Fulano para la audiencia de tal día. Eso puede ocurrir si el testigo no va, porque lo mandan a traer 
conducido. Me parece que aun en la etapa del plenario, en el juicio propiamente dicho, eso seguirá 
siendo resorte del Juez, que podrá auxiliarse con la autoridad administrativa, tal como lo hace 
actualmente. En ese caso no choca para nada con el Ministerio Público. 


Se me ocurre que puede suceder que haya alguna colisión en la etapa de investigación 
propiamente dicha cuando el fiscal pretende llevar adelante una determinada medida que afecta un 
derecho subjetivo, pide para eso la autorización del juez -de acuerdo con todo lo que está previsto 
aquí- y este dice que se puede cumplir la medida dentro de tales parámetros, imponiéndole ciertos 
límites. Si la instrucción del Fiscal no es clara o genera dudas en los funcionarios policiales encargados 
de cumplirla, puede ocurrir que en la consulta al Juez o al Fiscal para ver hasta dónde llega la 
autorización y qué es lo que pueden o no hacer, surjan contradicciones. Puede pasar que el Fiscal diga 
“vayan más allá” y el Juez diga “no pasen de acá”. Me parece que en ese tipo de situaciones debe 
primar el criterio del Juez, porque su figura está para la protección de los derechos; es decir que 
cumple una función de garantía. El Fiscal investiga, dirige la investigación y pide medidas, pero cuando 
esas medidas afectan derechos, tiene que pedir la autorización del Juez, que es quien puede limitar la 
acción del Ministerio Público y decir hasta dónde llega. A mi juicio, en principio cuando hay 
contradicción entre las instrucciones de investigación impartidas por el Ministerio Público y las órdenes 
que da el Juez, la Policía debe estar a lo que este último diga, porque de acuerdo con la ley, es quien 
autoriza o no lo que pide el Ministerio Público. 


Todos sabemos que la casuística es muy rica y muy compleja; simplemente quería hacer este 
comentario para abonar a las reflexiones que entre todos estamos haciendo en voz alta. 


SEÑOR DA ROSA.- Insisto con el tema del artículo 51.2. Lo que se podría hacer para aclarar más 
sería establecer: “También deberán cumplir las órdenes que les dirijan los jueces, en el marco de su 
competencia, para la tramitación del procedimiento”. Es decir, hay que establecer algún parámetro para 
que quede claro que si el Juez, en el desarrollo del procedimiento, actúa impartiendo directivas o 
instrucciones, lo hará dentro del ámbito de competencia que la ley determina; de lo contrario, me 
parece que entraríamos en una zona nebulosa donde se van a producir contradicciones entre lo que 
digan los jueces y lo que digan los fiscales. Creo que deberíamos preverlo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy de acuerdo con lo que plantea el señor Senador Da Rosa y 
pienso que sería adecuado que cuando se avance en la Comisión hiciéramos ese agregado. También 
se podría considerar la posibilidad de redactar una disposición más reducida para el artículo 51.3. Tal 
como están redactados y ordenados los artículos, estoy de acuerdo con la propuesta del señor 


Senador Da Rosa para el 51.2, pero también podemos pensar en olvidarnos del 51.1 y del 51.2 y 
redactar el 51.3, por ejemplo, de la siguiente manera: “Los funcionarios mencionados en el artículo 
anterior” -en lugar de “Asimismo”- “deberán cumplir de inmediato y sin más trámite las órdenes que les 
dicten o impartan los fiscales y los jueces, en el ámbito de sus competencias, cuya procedencia, 
conveniencia y oportunidad no podrán calificar”, etcétera. 


En realidad, este artículo 51.3 está reconociendo que tanto los jueces como los fiscales 
tienen la posibilidad de dar órdenes y que la Policía y la Prefectura no las pueden discutir. Ese es el 
centro del artículo 51.3. 


El artículo 51.1 está diciendo que los fiscales son los que dirigen y son los responsables, y el 
51.2 no sabemos bien qué es lo que quiere decir, porque habla de los jueces y dice que tienen 
facultades, pero si no incluimos el aditivo propuesto por el señor Senador Da Rosa, quedará en la 
nebulosa. 


En resumen, estamos de acuerdo con el aditivo propuesto por el señor Senador Da Rosa. 


También debemos pensar que cuando estemos en la etapa de las redacciones finales quizás 
debamos suprimir los artículos 51.1 y 51.2, dejando claramente establecido que la Policía tiene que 
cumplir, junto con la Prefectura, lo que dispongan los fiscales y los jueces en el ámbito de su 
competencia, sin discutir las órdenes; luego tendremos que abordar cómo se equilibran esas órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el tema tiene sus bemoles porque me parece peligroso decir que la 
Policía deberá cumplir las órdenes que les dirijan los jueces en el marco de su competencia, ya que 
ponemos al policía a evaluar si el Juez actuó dentro de su competencia. Pese a lo que después dice el 
artículo 51.3 sobre que no podrán calificar la procedencia, la conveniencia y la oportunidad, si en el 
51.2 incluimos esa advertencia, estamos generando una situación en la que el policía va a evaluar. Por 
supuesto, creo que los jueces solo pueden actuar en el marco de su competencia, pero eso es algo 
que deberemos dejar establecido en el capítulo respectivo y no aquí. El mensaje a la fuerza pública - 
sea la Policía o Prefectura- es que deben cumplir con las instrucciones del Ministerio Público y de los 
jueces, y punto; no pueden evaluar nada. Inclusive, agregaría -lo digo a título provisional- que en caso 
de colisión entre las dos órdenes, deberán estarse a lo que diga el Juez; eso como principio general. 
Después dirimirán las cosas entre el Juez y el Ministerio Público, pero reitero que la Policía deberá 
atenerse a lo que diga el Juez, porque si no hay claridad en la definición y le arrojamos a la Policía el 
fardo de determinar si el Juez actuó o no dentro de su competencia, tremendo lío puede armarse. 


SEÑOR ROSADILLA.- Tengo cierta duda respecto a si en lo que estamos analizando está claramente 
determinado lo que es una fase de investigación -que le corresponde al fiscal- y una fase de análisis 
jurídico de lo que esa investigación arrojó, que corresponde al Juez. Quiero saber si eso está 
perfectamente determinado o si puede haber superposición de zonas, porque si la hubiese, no 
tenemos forma de resolverlo. Reitero que me gustaría saber si eso está bien determinado aquí, es 
decir, si queda claro que el Ministerio Público hace la investigación, que le entrega al Juez para que 
este, a su vez, haga el análisis de qué corresponde determinar a partir de eso. 


Ahora nos encontramos en otra situación en relación a los procedimientos, tal como se 
establece en el texto. Pero si el Juez también toma parte de la investigación, no tenemos forma de 
salvar este escollo. Creo que lo que dice el señor Senador es muy acertado, porque resulta complejo 
responsabilizar a un funcionario para que se ponga a juzgar cuál es la competencia. 


SEÑOR NIN NOVOA..- Vuelvo al planteo formulado por el señor Senador Da Rosa en el sentido de que 
me parece que el proyecto de ley no termina de definir si el procedimiento va a ser acusatorio o 
inquisitorio. Me imagino que luego de investigar, será el Fiscal quien decida -como vemos en las 
películas- si tiene un caso en la mano para llevarle al Juez y decirle: “A este señor hay que acusarlo”. 


En lo personal, me imagino al Juez en una posición más imparcial, escuchando al fiscal y al 
abogado defensor; ni siquiera me lo imagino citando a testigos para instruir la causa. Me parece que 
quien tiene que citarlos es el fiscal o el abogado defensor. 


No estoy seguro si la mención de los jueces en este capítulo es adecuada. Lo digo porque 
creo que tiende a mantener en una nebulosa -como bien decía el señor Senador Da Rosa- a los dos 
sistemas juntos, porque el Juez también participa de la investigación. Me parece que el espíritu de la 
reforma era otro. 


SEÑOR DA ROSA.- En temas como estos, me parece que tenemos que actuar con prudencia y con la 
mayor sabiduría posible. Por eso considero que sería adecuado que consultáramos sobre este artículo 
a la Comisión redactora. He planteado en otras oportunidades la conveniencia de solicitar la 
comparecencia de algunos jueces con larga experiencia en materia penal que pudieran aportar al 
respecto y, si no me equivoco, alguien advirtió que debíamos ser cuidadosos pues eso nos puede 
llevar a que exista una tendencia a mantener los viejos criterios inquisitivos en vez de la modernización 
y el cambio que se quiere introducir. 


Me parece que deberíamos consultar sobre este tema -que es bastante complejo y polémico- 
a quienes trabajaron en esta Comisión Redactora, ya que lo hicieron durante años y algunos de ellos 
son jueces de larga trayectoria y experiencia en materia penal. Pienso que ellos deben haber calibrado 
mucho este tema al proponer esta redacción. 


No sé si sería mejor consultarlos sobre este artículo, especificamente, en una próxima 
instancia, o reunir algunas otras disposiciones que nos generen incertidumbre e invitarlos para alguna 
próxima comparecencia a los efectos de hablar sobre todo lo que nos genere esa clase de dudas. 
Creo que este artículo nos plantea dudas bastante grandes y no tenemos claro cómo dilucidar este 
tema, que no es nada sencillo ni intrascendente. Ni más ni menos, estamos hablando de etapas que 
son fundamentales en la dilucidación del proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo que quedamos en que, para la próxima sesión, citaríamos a 
representantes de la Suprema Corte de Justicia y del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal para 
considerar con ellos el primer punto del Orden del Día. Me parece que no sería oportuno recargar la 
sesión con la citación, además, de otra gente que vendría a asesorarnos sobre este otro tema. 


Creo que podríamos mantener el plan de trabajo trazado e ir acumulando temas para 
convocar más adelante a integrantes de la Comisión Redactora; obviamente, dejamos marcado este 
tema del artículo 51 como de primera importancia. 


Por otra parte, me parece que en unos minutos podríamos avanzar en la consideración de tres 
o cuatro artículos más que son relativamente sencillos y que nos van a dar menos trabajo. 


(Apoyados.) 
-Léase el artículo 52. 
(Se lee:) 


“Artículo 52. (Comunicaciones entre el Ministerio Público y la autoridad Administrativa).- Las 
comunicaciones que los fiscales y la autoridad administrativa deban dirigirse con relación a las 
actividades de investigación de un caso particular, se realizarán en la forma y por los medios más 
expeditivos posibles”. 


-En consideración. 
Si no hay comentarios, pasaríamos al siguiente artículo. 
Léase el artículo 53. 


(Se lee:) 


“Artículo 53. (Imposibilidad de cumplimiento).- El funcionario de la autoridad administrativa 
que por cualquier causa, se encuentre impedido de cumplir una orden que haya recibido del Ministerio 
Público o de la Autoridad Judicial, pondrá inmediatamente esta circunstancia en conocimiento de quien 
la haya emitido y de su superior jerárquico en la institución a la que pertenezca. 


El Fiscal o el Juez que haya emitido la orden, podrá sugerir o disponer las modificaciones 
que estime convenientes para su debido cumplimiento o reiterar la orden, si en su concepto no existe 
tal imposibilidad.” 


-En consideración. 


Creo que en el inciso segundo de este artículo 53, donde dice “podrá sugerir o disponer” 
debería decir “podrá proponer o disponer”; es decir que habría que sustituir la palabra “sugerir” por 
“proponer”. Esta es la parte menos difícil de corregir; lo demás nos vuelve al lío de hace unos minutos. 
Me parece que hay una conexión entre este artículo 53 y lo que acabamos de discutir, pero quedará 
allí, en el mismo terreno, para seguir siendo objeto de reflexión. 


Léase el artículo 54. 
(Se lee:) 


“Artículo 54. (Actuaciones de la autoridad administrativa sin orden previa).- Corresponderá a 
los funcionarios con funciones de policía realizar las siguientes actuaciones, sin necesidad de recibir 
previamente instrucciones particulares de los fiscales: 


a) Prestar auxilio a la víctima; 
b) Practicar la detención en los casos de flagrancia, conforme a la ley; 


c) Resguardar el lugar donde se cometió el hecho. Para ello, impedirán el acceso a toda persona ajena 
a la investigación y procederán a la clausura si se trata de local cerrado, o a su aislamiento si se trata 
de lugar abierto. Asimismo evitarán que se alteren o borren de cualquier forma los rastros o vestigios 
del hecho o se remuevan los instrumentos usados para llevarlo a cabo, mientras no interviene personal 
experto de la autoridad con funciones de policía que el Ministerio Público designe. 


Deberá también recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, documentos o 
instrumentos de cualquier clase que se presuma hayan servido para la comisión del hecho investigado, 
sus efectos o los que pudieren ser utilizados como medios de prueba, para ser remitidos a quien 
corresponda, dejando constancia de la individualización completa del o los funcionarios intervinientes. 


d) Identificar a los testigos y consignar las declaraciones que estos presten voluntariamente en el lugar 
del hecho, tratándose de los casos a que se alude en los literales b) y c) precedentes; 


e) Recibir las denuncias del público; 
f) Efectuar las demás actuaciones que dispusieren otras normas legales”. 
-En consideración. 


En el literal c), en el final del primer párrafo, se dice “mientras no interviene personal experto”, 
etcétera. Creo que para que se guarde congruencia con el resto del artículo, debería decir “mientras no 
intervenga personal experto”. 


(Apoyados.) 


-Si no hay otras observaciones, pasamos al artículo siguiente. 
Léase el artículo 55. 
(Se lee:) 


“Artículo 55. (Información al Ministerio Público).- Recibida una denuncia, la autoridad 
administrativa informará inmediatamente y por el medio más expeditivo al Ministerio Público. Sin 
perjuicio de ello, procederá cuando corresponda, a realizar las actuaciones previstas en el artículo 
precedente, respecto de las cuales se cumplirá la obligación de información inmediata a la autoridad 
competente.” 


-En consideración. 


Con relación a este artículo, cuando dice al comienzo “recibida una denuncia”, habría que 
agregar “o conocido por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia delictiva”, y 
seguiría tal como está redactado. Porque puede ocurrir que llegue a conocimiento de la Policía el 
cometimiento de un delito, pero no porque alguien fue y denunció formalmente; me refiero a que de 
manera informal, oficiosa, se tomó conocimiento de que así fue. O sea que la redacción quedaría: 
“Recibida una denuncia o conocido por cualquier medio el acaecimiento de un hecho con apariencia 
delictiva”, etcétera. Por ejemplo, hoy se puede apreciar un hecho delictivo por las cámaras que se 
ponen en las calles, etcétera. 


Si no hay otras observaciones, pasamos al siguiente artículo. 
Léase el artículo 56. 
(Se lee:) 
“Artículo 56. (Control de identidad).- 


56.1- La autoridad administrativa podrá además sin orden previa de los fiscales, solicitar la 
identificación de cualquier persona en casos fundados, como la existencia de un indicio de que esa 
persona haya cometido o intentado cometer delito, que se dispone a cometerlo, o que puede 
suministrar información útil para la indagación de un ilícito penal. 


56.2- La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encuentre y por cualquier medio 
idóneo. El funcionario deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos 
documentos. Si esto último no resultare posible y la persona autorizara por escrito que se le tomen 
huellas digitales, las mismas sólo podrán ser utilizadas con fines identificatorios. 


56.3- En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad o si habiendo recibido las 
facilidades del caso no lo hubiera hecho, la policía podrá conducirla a la unidad policial más cercana, 
exclusivamente con fines de identificación. 


56.4- La facultad policial de requerir la identificación de una persona deberá ejercerse de la forma más 
expedita posible. En ningún caso, el conjunto de procedimientos detallados en los incisos precedentes 
podrá extenderse por un plazo mayor de dos horas, transcurridas las cuales la persona será puesta en 
libertad”. 


-En consideración. 


Con relación al 56.4 sugiero que se sustituya la palabra “expedita” por “rápida”, pues la 
primera significa sin obstáculos, y acá lo que se quiere decir es que la investigación tiene que ser 


rápida. 


SEÑOR ROSADILLA.- Comprendo y comparto lo que se establece en este artículo 56, en el que se 
generan una serie de elementos que dan una cierta garantía a la persona a la que por la presunción de 
una diversidad de situaciones se le exige la exhibición del documento de identidad que puede no tener 
en su poder en ese momento. Lo que no me convence totalmente es que esto no tenga una 
contrapartida cuando se establezca que el procedimiento se realizó sin garantías o con abuso de 
funciones. En realidad, esto viene de la calle -no tengo otra forma de expresarlo- y comprendo que en 
la situación en la que estamos a nadie debería molestar que un funcionario nos pidiera correctamente 
una identificación; eso debería ser un hecho normal y asumible. Pero en algunos contextos este 
elemento se convierte más que en una forma de verificar efectivamente la identidad de una persona, 
en un elemento de presión para que abandone el lugar en el que está. Quien recaba esa información 
es absolutamente consciente de quién es al que se le está recabando, pues lo conoce hasta por el 
apodo; pero el hecho de exigir la documentación genera que la persona no pueda estar más en un 
lugar o que deba retirarse de tal establecimiento. En realidad, se trata de una simple presunción de que 
la persona puede estar por cometer un delito, que se dispone a cometerlo o que puede suministrar una 
información útil; es decir, esto es tan amplio que es muy difícil de probar. 


Quería dejar expresa constancia de esto en la versión taquigráfica. Sé que no se puede 
hacer nada y también sé que esto es importante en este momento de la vida del país. Entonces, 
teniendo en cuenta el balance de lo que aporta como elemento para contribuir a un mayor nivel de 
seguridad y aun con los recortes que ocasionalmente puedan causar a la libertad de la persona, voy a 
votar este artículo, pero dejando constancia de que soy consciente de que no hay contrapeso para lo 
que pueden llegar a ser -me consta que a veces suceden- desbordes. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quisiera saber qué alcance se da a lo expresado en el artículo 56.2, pues se 
dice: “El funcionario deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos 
documentos”. Me pregunto si la persona podrá ir hasta la casa en el caso de que no tenga encima sus 
documentos. Incluso vinculaba esto con lo que decía el Senador Rosadilla en cuanto a la posible 
intención de sacar a la persona de un establecimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que eso no está precisamente establecido. Pero la idea es que si una 
persona carga a cuestas una mochila, antes de llevarla a la seccional la dejen buscar exhaustivamente 
en ella aunque eso lleve algunos minutos. Todas estas cosas se pueden prestar -como tantas otras- a 
algún abuso, pero eso siempre puede suceder cuando está la fuerza pública en la calle. 


Si hay abusos, los correctivos son los previstos en general por el orden jurídico y en ese caso 
el damnificado podrá denunciar que fue víctima de un atropello, de un abuso de funciones. En fin, eso 
se investigará como cualquier delito porque en ese caso estaríamos ante un delito, pero temo que no 
haya mecanismos administrativos más precisos para equilibrar la situación. Eso es la autoridad en la 
calle. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En la consideración de este artículo traigo a colación lo que fue 
una postura histórica, personal en relación con el debate de la Ley de Procedimiento Policial, incluso 
cuando se estaba elaborando. Son artículos peligrosos, sobre todo porque en situaciones concretas 
abonan la posibilidad de un abuso de poder real, tanto de la Policía como de la Prefectura Nacional 
Naval en las zonas costeras. Si bien en esta redacción está cuidado el posible desvío, no me gusta el 
término “facilidades” a que hacía referencia el señor Senador Nin Novoa -y que cuestionaba- porque si 
se otorgan facilidades -que no sabemos cuáles son- y no se logra acreditar la identidad, la persona va 
presa. Yo mencionaba hace unos años el ejemplo de la playa, a donde nadie va con el documento de 
identidad y en la que, teóricamente, la Prefectura podría parar a unos jóvenes para pedirles el 
documento de identidad a sabiendas que no lo van a tener y que no existe un mecanismo para facilitar 
que acrediten su identidad. Entonces, son situaciones que en la práctica pueden generar abusos de 
poder. 


Por otro lado, se habla de que se conducirá a la persona a la unidad policial con fines de 
identificación. En realidad, lo que se está diciendo aquí es que la persona va presa hasta que se pueda 
determinar por otras vías si está involucrada o no en un delito. Mientras tanto, se está ejerciendo un 


poder real de sujeción de esa persona a la autoridad administrativa, a la autoridad policial o militar, lo 
que quizás es peor. Repito que son situaciones peligrosas porque aquí no hay intervención de los 
fiscales ni de los jueces. Incluso la Ley de Procedimiento Policial estoy seguro que establece la 
obligación de dar noticia de inmediato a la Justicia. No la tengo aquí, señor Presidente, pero creo que 
dispone un plazo y si no lo hace dice “de inmediato”, porque la persona que está siendo detenida para 
ser llevada a una unidad policial con fines de identificación no está cometiendo ningún delito y sin 
embargo se le está quitando la libertad. 


Reitero que son normas peligrosas y me gustaría analizarlas a la luz de la filosofía que han 
planteado aquí los señores Senadores Rosadilla y Nin Novoa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguimos adelante. 
Léase el artículo 57. 
(Se lee:) 


“Artículo 57. (Derechos de la persona sujeta a control de identidad).- En cualquier caso que 
hubiere sido necesario conducir a la unidad policial a la persona cuya identidad se trata de averiguar en 
virtud del artículo precedente, el funcionario que practique el traslado deberá informarle verbalmente de 
su derecho a que se comunique a un familiar, o a la persona que este indique de su permanencia en la 
repartición policial. El afectado no podrá ser ingresado a celdas o calabozos, ni mantenido en contacto 
con otras personas detenidas”. 


-En consideración. 
Al retirarse el señor Senador Rondeau, la Comisión ha quedado sin número. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 39 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
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